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HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,


HONORABLE SENADO:








	La Comisión Mixta constituida de conformidad a lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia.





	Cabe señalar que, mediante oficio Nº3.233, de 20 de marzo de 2001, la H. Cámara de Diputados comunicó al H. Senado su rechazo a la totalidad de las enmiendas al proyecto de ley que habían sido contempladas durante el segundo trámite constitucional. Informó, además, que la representarían, en la Comisión Mixta, la H. Diputada señora Pía Guzmán y los HH. Diputados señores Francisco Bartolucci, Juan Bustos, Sergio Elgueta y Edgardo Riveros.





	El H. Senado, por su parte, en sesión celebrada el día siguiente, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los HH. Senadores miembros de su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.





	La Comisión Mixta se constituyó y dio inicio a su cometido el día 18 de abril de 2001, con la asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Aburto, Díez y Parra, y HH. Diputados señora Guzmán y señores Bartolucci y Elgueta. Eligió, por unanimidad, como Presidente al H. Senador señor Sergio Díez.





	Concurrieron a esa sesión, en representación del Ministerio de Justicia, el Jefe de la División Jurídica, don Francisco Maldonado y la abogada doña Andrea Ruiz, quien también asistió a la sesión siguiente.





- - -


ANTECEDENTES





	1.- Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional.





	El proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados consta de un artículo único, que agrega la palabra “hábiles” a continuación del vocablo “días”, en los artículos 49 y 50 de la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado.





	Con esa enmienda, se aclaraba que los plazos de quince días para contestar la demanda en juicio ordinario, y para interponer el recurso de casación, cuando el demandado o el recurrente es el Consejo de Defensa del Estado, o un organismo público representado por él, son de días hábiles, vale decir, se suspenden durante los días feriados, suspensión que también afecta a la tabla de emplazamiento.





	Los propósitos que se perseguían consistían, por una parte, en rectificar, por vía legal, la actual interpretación que hace la Tercera Sala de la Excma. Corte Suprema del aludido artículo 50, en el sentido de que el término que establece para interponer el recurso de casación es especial frente al general que contempla el Código de Procedimiento Civil y, por ello, no se le aplica la regla de este Código de que los plazos de días se suspenden durante los días feriados, sino la del Código Civil, en virtud de la cual debe entenderse que los plazos de días son de días corridos. Por otra parte, se quiso prevenir una interpretación similar respecto del plazo para contestar la demanda que consagra el artículo 49 de la misma Ley Orgánica.





	El H. Senado, por su parte, estimó que una cuestión que debía resolverse en forma previa al examen de esa propuesta era el sustento constitucional de los artículos 49 y 50 de la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado. Concluyó que tales disposiciones vulneran diversas garantías aseguradas en la Carta Fundamental, por cuanto establecen en favor exclusivo del Consejo de Defensa del Estado un privilegio que rompe la igualdad de trato que el legislador está obligado a dar a los litigantes, en acatamiento de su deber de brindar a todas las personas igual protección en el ejercicio de sus derechos y de establecer un justo y racional procedimiento, y configuran una discriminación arbitraria, por no estar fundada en causas que la hagan constitucionalmente admisible.





	Por estas razones, creyó que la decisión que debía adoptarse en derecho era la de modificar el artículo único del proyecto de ley para derogar los artículos 49 y 50 de la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado. De ese modo, tanto para la contestación de la demanda como para la interposición del recurso de casación se aplicarían las reglas generales contenidas en la legislación procesal común, lo que permitiría eliminar la preocupación derivada del reciente cambio de interpretación de la Excma. Corte Suprema sobre el artículo 50 y de la eventual aplicación del mismo criterio respecto del artículo 49, que motivaron la presentación de esta iniciativa de ley. 


	2.- Opinión del Consejo de Defensa del Estado.


	La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado consultó el parecer del Consejo de Defensa del Estado sobre esta disparidad suscitada entre ambas Cámaras, a fin de reunir mayores antecedentes para un trabajo más ilustrado de la Comisión Mixta.


	El Consejo de Defensa del Estado, mediante oficio N° 1877, de 5 de abril de 2001, respondió a través de la señora Presidenta, que es necesario "distinguir entre el plazo para el recurso de casación, contenido en el artículo 50, y el plazo para contestar demandas, establecido en el artículo 49, ambos de la Ley Orgánica. Con respecto a lo primero, puede sostenerse que con los adelantos actuales en materia de comunicación, con los que no se contaba a la fecha de aprobación de la ley, no resulta necesario el otorgamiento de plazos suplementarios para la interposición del recurso de casación, no obstante, el requerimiento legal de consultar los recursos con la autoridad central. Es por ello que no puede sostenerse que la derogación del artículo 50, y la consiguiente aplicación de los plazos generales establecidos en el Código de Procedimiento, produzca perjuicio al funcionamiento del Consejo de Defensa del Estado."





Sostuvo que, sin embargo, es una situación diversa la que ocurre con el plazo para contestar demandas previsto en el artículo 49. Invocando la necesidad de reunir todos los antecedentes, actividad que se puede ver retardada por diversas circunstancias, "el Consejo de Defensa del Estado estima que el artículo 49 de su Ley Orgánica debiera contemplar que tratándose de demandas interpuestas en contra del Estado o del Fisco, el plazo establecido en el Código de Procedimiento Civil se aumentará en una cantidad de días determinada. Este aumento no debe tener relación alguna con la tabla de emplazamiento para contestar demandas".








DISCUSIÓN





La Comisión Mixta comenzó el debate evaluando los puntos de vista de las dos Cámaras y la opinión recogida del Consejo de Defensa del Estado.





El H. Diputado señor Elgueta hizo presente, como consideración previa, que las modificaciones introducidas por el Senado, en el sentido de derogar los privilegios procesales establecidos en favor del Consejo de Defensa del Estado, infringirían el artículo 66 de la Constitución Política y el artículo 42 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, por cuanto estas normas exigen que sólo pueden formularse respecto de un proyecto aquellas indicaciones que tengan relación directa con sus ideas matrices o fundamentales, las que en este caso apuntan a fortalecer dichos privilegios procesales y no a suprimirlos.





Dicha opinión no fue compartida por los demás señores integrantes de la Comisión Mixta, quienes fueron del parecer que los cambios introducidos por el H. Senado siguen estando dirigidos a obtener la finalidad perseguida por la iniciativa, cual es poner término, o evitar en su caso, una interpretación jurisprudencial que conduce a una dispar aplicación de plazos procesales, sólo que opta por un camino que considera con mayor fundamento constitucional, cual es hacer aplicable la legislación procesal común en vez de mantener reglas separadas, circunstancia esta última que es la que ha permitido el cambio de criterio de la jurisprudencia. 





En lo que atañe al fondo de la controversia, el H. Diputado señor Elgueta señaló que la existencia de privilegios procesales para el Fisco tiene antigua data y se justifica plenamente porque no es un litigante ordinario, desde el momento en que tiene a su cargo la atención de la necesidades de toda la comunidad y, en la práctica, su defensa judicial cuenta con un número limitado de abogados que deben intervenir en una considerable cantidad de causas, la mayoría de ellas por cuantías elevadas. Para dar cumplimiento a su tarea, el Consejo de Defensa del Estado debe requerir antecedentes a diversos servicios públicos, que tienen organización y procedimientos muy distintos, e incluso en ocasiones se refieren a actos ejecutados por funcionarios ya retirados o a documentos que han sido enviados al Archivo Nacional. Por lo demás, la propia Ley Orgánica del Consejo obliga a los Abogados Procuradores Fiscales a consultar al Consejo, en Santiago, las contestaciones de las nuevas demandas. Todo esto exige más tiempo que el que requiere un particular, que carece de este tipo de trabas administrativas. Por ello, afirmó que la fijación de un plazo superior para contestar las demandas, que solicita el Consejo de Defensa del Estado, no implicaría concederle una prerrogativa especial, sino que únicamente lo dejaría en condiciones de defender adecuadamente los intereses fiscales.





	Los otros HH. señores integrantes de la Comisión Mixta no compartieron el argumento del H. Diputado señor Elgueta en cuanto a la legitimidad de los privilegios procesales. Razonaron que, sin el propósito de emitir un pronunciamiento de carácter general, que no compete a la Comisión Mixta, la existencia de reglas especiales debe observar en todo caso el marco determinado por la Constitución Política, especialmente la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos y la racionalidad y justicia del procedimiento. En la especie, manifestaron su disposición a seguir el criterio del H. Senado, que también ha sido aceptado por el Consejo de Defensa del Estado, en orden a derogar el artículo 50 de la Ley Orgánica de esta institución.





	Estuvieron de acuerdo con el H. Diputado señor Elgueta, en cambio, en estudiar una fórmula que permitiera al Consejo de Defensa del Estado contar con un plazo superior al habitual que determina el Código de Procedimiento Civil para contestar las demandas. Pero ello, en términos de que se respeten las precitadas garantías constitucionales, que configuran además deberes del legislador que en forma expresa le ha impuesto la Carta Fundamental.





	El H. Diputado señor Elgueta manifestó que le satisfacía esa solución, por lo que hubo unanimidad en la Comisión Mixta en solicitar al Ministerio de Justicia que elaborase una propuesta sobre el particular.





	En la siguiente sesión, se conoció dicha sugerencia, consistente en derogar los artículos 49 y 50 de la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado en un primer artículo, e incorporar un segundo artículo que modifique el Código de Procedimiento Civil, aumentando el plazo para contestar la demanda si hubiere pluralidad de demandantes, quienquiera sea el demandado.





Hizo presente el Ministerio de Justicia que su propuesta, en lo que atañe al primer artículo, tiene en consideración que cualquier privilegio que se otorgue a una de las partes dentro del procedimiento debe también otorgarse a la otra, para no infringir la garantía de igualdad ante la ley y la garantía de un justo y racional procedimiento. En lo que concierne al segundo precepto, considera una situación particular, cual es la probabilidad de que exista pluralidad de demandantes en una misma causa, con lo cual las posibilidades de una correcta defensa disminuyen de manera importante.





Para este efecto, se establecería, en un nuevo inciso segundo del artículo 260 del Código de Procedimiento Civil, que, en los casos en los cuales, de acuerdo al artículo 18 de ese Código, proceda la pluralidad de demandantes, el plazo para contestar la demanda, determinado según lo dispuesto en los dos artículos anteriores, se aumentará en un día por tres demandantes sobre diez que existan en el proceso. Con todo, este plazo adicional no podrá exceder de treinta días.





Esa Secretaría de Estado estimó que el incremento del plazo para contestar la demanda resulta lógico si se piensa que el demandado deberá analizar individualmente las pretensiones de cada uno de los demandantes para poder contestar, situación que sería del todo diversa si cada uno hubiese demandado en forma individual.





Con la normativa actual, los demandantes podrían ponerse de acuerdo para presentar la demanda conjuntamente, toda vez que, a mayor número de demandantes, es fácil suponer una menor perfección de la contestación. Por el contrario, la modificación desincentivaría la presentación de demandas conjuntas en consideración a la dilación que acarrearía el aumento del plazo para contestar la demanda. 





De acuerdo a la propuesta, por cada tres demandantes que existan por sobre diez se aumentará el plazo para contestar la demanda en un día, con un tope de treinta días. El establecimiento de este límite significa que, si el número de demandantes supera los cien, ya no se seguirá aumentando el plazo para contestar la demanda. Ello, con el objeto de evitar dilaciones excesivas.





Acotaron los señores representantes del Ministerio de Justicia que fue cuidadosamente estudiada la determinación del número límite de demandantes que se considerará para aumentar el plazo. Si se fija una cantidad muy baja, la modificación perdería su finalidad de otorgar un plazo mayor para contestar, atendiendo de esa forma las dificultades a las que se enfrenta un demandado si hay multiplicidad de demandantes. En cambio, si se fija una cifra muy alta, se produciría un incremento desmedido del plazo. 





La Comisión Mixta estuvo de acuerdo con la propuesta del Ministerio de Justicia.





Razonó, por un lado, que la derogación de los artículos 49 y 50 de la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado deja en pie de igualdad a este organismo, a los demás órganos públicos y a los particulares en relación con los plazos para contestar la demanda y para la interposición de los recursos de casación.





Por otra parte, estimó que la enmienda que se plantea al Código de Procedimiento Civil recoge un aspecto importante, que permitirá al demandado, sea el Consejo de Defensa del Estado o cualquier otro organismo público, sea un particular, efectuar una mejor defensa frente a una multiplicidad de demandantes. De esta manera, no se afecta ninguna garantía constitucional, pues los criterios que sirven para determinar el aumento del plazo son objetivos y se basan en un antecedente de hecho que justifica tal ampliación.





Tuvo presente que todo aumento de plazos trae consigo una dilación del proceso. En este caso específico, además del término de emplazamiento en general, se están adicionando hasta treinta días hábiles, lo cual significa que el término para contestar la demanda podría ser de cuarenta y ocho días, sin considerar la tabla de emplazamiento, si el número de demandantes supera los cien. Coincidió, sin embargo, en que esta circunstancia será excepcional, puesto que la misma norma disuadirá la interposición de demandas con multiplicidad de actores y, si aún así se interpusieran, el plazo mayor para contestarlas se explica sobradamente.





	- Sometida a votación la proposición del Ejecutivo, se aprobó por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Silva y Viera-Gallo y los HH. Diputados señora Guzmán y señores Bartolucci y Elgueta.





- - -





	En virtud del acuerdo anteriormente señalado, vuestra Comisión Mixta os recomienda aprobar el siguiente





	PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1º.- Derógase los artículos 49 y 50 de la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda.





	Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 260 del Código de Procedimiento Civil:





	“En los casos en que proceda la pluralidad de demandantes de acuerdo al artículo 18, el plazo para contestar la demanda, determinado según lo dispuesto en los dos artículos anteriores, se aumentará en un día por cada tres demandantes sobre diez que existan en el proceso. Con todo, este plazo adicional no podrá exceder de treinta días.”.”.





- - -











	Acordado en sesiones celebradas los días 18 de abril y 9 de mayo de 2001, con la asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Díez Urzúa (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Enrique Silva Cimma (Augusto Parra Muñoz) y José Antonio Viera-Gallo Quesney y de los HH. Diputados señora Pía Guzmán Mena y señores Francisco Bartolucci Johnston y Sergio Elgueta Barrientos.











	Sala de la Comisión Mixta, a 5 de junio de 2001.



























































	                    JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA


	                                   Secretario
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